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Comentario legislativo 

Por otro lado, La Declaración está lejos de dirimir las cuestiones más 
álgidas de la discusión contemporánea sobre la cuestión indígena. Antes 
bien, en su obligada complacencia para con las reivindicaciones de los 
pueblos y comunidades indios, la Declaración contribuirá a avivar el deba-
te, si bien, la condensación de sus reivindicaciones y tesis principales en un 
instrumento legitimado por la ONU y dotado de un razonable consenso, 
habrá de facilitar, ordenar y profundizar el debate teórico, político y jurídico 
sobre los derechos indígenas. Sobre algunos aspectos centrales de este 
debate no resuelto apuntan las siguientes observaciones. 

II. El quid de la discusión teórico-política en torno 
a la Declaración 

1. Autonomía y/o autodeterminación 

Como se pudo apreciar en los argumentos de los Estados que rechazaron 
este documento,7 los temas de mayor dificultad pueden ser englobados en 
una serie de coordenadas bipolares, mismas que aquí enunciamos como 
dilemas de difícil solución, prácticamente antinomias. Se trata de cuestio-
nes relativas a conceptos de uso relativamente común que, sin embargo, 
aún carecen de definiciones consensuadas en lo teórico y en lo político; 
mismas que —además— su operación o instrumentación no está resuelta 
o resulta o se infiere conflictiva per se. Los dilemas político-conceptuales 
que proponemos como guía heurística y que —en nuestra opinión— con-
densan el debate indígena contemporáneo en cuanto a las relaciones 
entre los grupos y comunidades indígenas en sus relaciones con los Estados 
nacionales son: a) autonomía-autodeterminación, b) tierras-territorio y c) 
pueblo-Estado (amén de la tensión antropológica, sociológica y jurídica 
del concepto pueblo con la noción de comunidad8). Por ello, consideramos 
que la puntual definición y análisis de cada una de estas antinomias es 
conveniente para la comprensión e interpretación de los alcances de este 
instrumento y también de coordinadas significativas de la cuestión indíge-
na contemporánea. 

7 Ver supra; el inciso 3 de la Parte I. 
8 Para un análisis de la contraposición entre pueblo y comunidad, ver Alán Arias Marín 

y José Ma. Rodríguez, “Dilemas de la reforma constitucional indígena”, en Este País, núm. 
140. 
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Con relación al primer binomio es necesario distinguir entre autonomía 
y autodeterminación. Usualmente se les utiliza de forma indistinta cuando 
tienen significados diferentes. La autodeterminación remite, con frecuencia, 
al derecho a la independencia política y a la formación de un Estado nacio-
nal nuevo y, es, generalmente, utilizada indebidamente (manipulada) al 
considerarla como equiparable al derecho de secesión o separación; si bien 
ésta podría ser una de sus modalidades, pero no ciertamente la única. 

No obstante, en la discusión sobre los derechos indígenas, un buen 
número de especialistas coinciden en sostener que la autonomía puede ser 
también considerada como una expresión de la libre determinación de los 
pueblos.9 De ese modo, en su perspectiva se podría decir que la autonomía 
es un sistema por medio del cual los grupos socioculturales ejercen el de-
recho a la autodeterminación, es decir —insistimos—, el acento puesto en 
la idea de que representa sólo una forma de su aplicación. 

Por su parte, la mayoría de los Estados tienden a reconocer la autonomía 
y autodeterminación en el sentido de que los pueblos y las comunidades 
indígenas puedan decidir formas internas de convivencia, aplicar sus siste-
mas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, la 
elección de autoridades de gobierno interno con base en sus normas (au-
togobierno) y, además, en el acceso al uso y disfrute preferente de los recur-
sos naturales en los lugares que habitan y ocupan. En este sentido es que 
la autonomía ejercida por los pueblos y las comunidades indígenas queda 
enmarcada en los límites estatales. Se trata de una autonomía relativa en 
tanto que determinada a asegurar la integridad territorial y unidad nacional 
de los Estados, por lo que no puede ser equiparable a la noción de autode-
terminación. 

2. Pueblos y/o Estados nacionales 

El uso de autonomía y su constante igualación con autodeterminación im-
pone, en un primer momento, la deriva a una distinción que involucra una 
definición de pueblo (y su contraste con comunidad10). De acuerdo con el 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), los pue-
blos se definen como aquellos grupos de personas que descienden de po-

9 Rodolfo Stavenhagen, “Derecho Internacional y derechos indígenas”, en Esteban 
Krotz, coord., Antropología jurídica: perspectivas socioculturales en el estudio del derecho, 
p. 198. 

10 Ver supra, nota 8. 
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blaciones que habitaban en el territorio actual de cierto país al iniciarse su 
colonización y que aún mantienen sus instituciones sociales, culturales, 
económicas y políticas, o parte de ellas.11 

Como sea, la Declaración, pese a reiteradas confusiones terminológicas 
en su texto, aclara que el término de pueblo no deberá interpretarse en el 
sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que 
puedan conferirse a dicho término en el derecho internacional, esto es, que sea 
ubicado como sujeto de derecho en el ámbito internacional. Cabe apuntar 
que si bien en el lenguaje jurídico internacional el uso del término pueblo es 
muy constante y no preciso, siempre se establecen este tipo de acotaciones 
encaminadas a utilizarlas de una forma equivalente o similar a la de Estado. 
Esto se puede apreciar en instrumentos como la Carta de Naciones Unidas 
(1948) en la expresión “el derecho de los pueblos a la autodeterminación”, 
así como en posteriores instrumentos referidos a los derechos humanos como 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

Este uso del concepto pueblo nos permite asumir que en la normativa 
internacional se otorga un sentido igual entre este concepto y el de Estado. 
No obstante esta analogía, sólo se reconoce como sujetos de derecho 
(público) a los Estados, por lo que el derecho de los pueblos a la autonomía 
queda acotado y subordinado a los Estados nacionales. 

A pesar de que el derecho de los pueblos se restrinja, una visión tradi-
cional, predominante en los movimientos etnopolíticos, propone que el 
concepto de pueblo sea redefinido bajo una perspectiva de teórico-política 
propia de lo que se denominan Estados plurales; una redefinición que se 
caracterizaría en función de que: a) designa a una identidad evidente y de 
características propias; b) se reconoce a sí misma como una unidad, es 
decir, la mayoría de sus miembros se identifican con esa cultura, y, por últi-
mo, c) comparte un proyecto común. Todos estos elementos apuntan a que 
el concepto de pueblo se construya en función de su cultura e identidad, lo 
cual representa, dentro de esta corriente de pensamiento (de corte multicul-
turalista-comunitario), el punto más trascendental para fundamentar que 
sean sujetos de autonomía,12 más no de autodeterminación. 

11 Ver definición de pueblo en el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales de la 
OIT, 1989, Página electrónica: http://zedillo.presidencia.gob.mx/pages/chiapas/docs/ 
oit-c169.html; así como su correspondiente acotación restrictiva en el artículo 1, Fr. 3. 

12 Luis Villoro, “El Estado-nación y las autonomías indígenas”, en Jorge Alberto Gonzá-
lez Galván, coord., Constitución y derechos indígenas, p. 236. 

http://zedillo.presidencia.gob.mx/pages/chiapas/docs
http:ellas.11
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3. Tierras y/o territorios 

Derivado del uso restringido de pueblo y su equivalencia a Estado, también 
se determinan los ámbitos y límites autonómicos de los pueblos indígenas. 
Una de estas limitaciones se expresa en el espacio material, el hábitat terri-
torial, que les corresponde a los pueblos y comunidades indígenas, lo que 
obliga a realizar la distinción entre las nociones de territorio y tierras. Para 
la gran mayoría de los movimientos etnopolíticos, la relación de los pueblos 
y comunidades indígenas con los espacios físicos que habitan representa 
uno de los aspectos imprescindibles para el surgimiento de un auténtico 
modelo autonómico, pues es el ámbito que permite garantizar la reproduc-
ción de su propia existencia y/o proyectar su reconstitución futura. 

En esta línea se sostiene que los espacios territoriales son fuente de 
identidad, lugar de origen, fuente de creencias, sustento de cosmovisión, 
donde se tienen prácticas socioculturales peculiares y donde radica el asiento 
de un pasado común. Incluso, en una perspectiva mucho más radical, al-
gunos movimientos asumen que las tierras son el lugar en el que los indígenas 
ejercían una soberanía histórica que les fue injustamente arrebatada. Sin 
embargo, esta noción de soberanía histórica no es análoga a las aspiracio-
nes actuales de autonomía indígena, por lo que esta suposición resulta 
anacrónica. Veamos. 

La noción de territorio se entiende como el espacio de jurisdicción ins-
titucional del Estado nacional y como una de sus condiciones para garan-
tizar la integridad de la nación y la soberanía; en tanto que las tierras se 
entienden como los espacios donde el ejercicio de la autonomía de las 
comunidades se llevará a cabo. En otras palabras, la propiedad y/o pose-
sión de los espacios de vida, por parte de las comunidades para la realiza-
ción de su autonomía, se refiere a las tierras y no a los territorios en los que 
se ubican. 

Como efecto de esta distinción también se modifica la relación de los 
indígenas en materia de recursos naturales. En esta nueva forma se esta-
blece que los pueblos indígenas tendrán acceso de manera preferencial a 
tales recursos, en un sentido que privilegie a las propias comunidades en lo 
relativo a las facilidades para obtener los beneficios de la explotación y 
aprovechamiento de los recursos naturales. A esta postura se añade13 que 
es importante determinar cuáles son los recursos de índole estratégica para 

13 Francisco López Bárcenas, “Territorios, tierras y recursos naturales”, en Jorge Alberto 
González Galván, coord., en Constitución y derechos indígenas, p. 127. 
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el desarrollo nacional y los que no lo son. Los primeros, se afirma, deben 
mantenerse como propiedad del Estado, pero para su explotación será 
necesario consultar y ponerse de acuerdo con los pueblos indígenas invo-
lucrados, fijando las condiciones en que se hará la explotación de dichos 
recursos, tomando las medidas necesarias para evitar los daños que pudie-
ran ocasionarse a los indígenas y, dado el caso, implementar actividades 
para su reparación, además de establecer los beneficios derivados que 
podrán obtener los indígenas. 

Los segundos, se apunta, los que no son estratégicos, deben entregarse 
en propiedad a dichos pueblos, al igual que la tierra, reconociéndoles el 
derecho de administrarlos, usarlos, conservarlos y explotarlos, según su 
propia cultura y sus particulares intereses, con el único límite de no perjudi-
car al resto de la población. 

De ese modo, con el reconocimiento del uso y disfrute de las tierras 
indígenas y no del territorio (elemento constitutivo de la definición de pueblo, 
pero también ámbito de la jurisdicción del Estado), se establece la posibili-
dad de que cuenten con el espacio material donde ejerzan su control polí-
tico y decidan colectivamente sus formas de reproducción de acuerdo con 
sus valores culturales y sistemas normativos.14 

Con estas dos precisiones: la distinción de tierras y territorios y la de 
pueblos y Estado, podemos esclarecer mejor la caracterización de la auto-
nomía. Antes conviene señalar que, aunque en la terminología oficial se 
utilice de forma más frecuente la expresión autodeterminación, en el pre-
sente comentario se utilizará preferentemente el término de autonomía, pues 
consideramos que es el más apropiado para caracterizar la lucha de los 
indígenas que, en su mayoría, afirman su pertenencia a los Estados nacio-
nales, pero buscan, a su vez, un nuevo acuerdo de facultades y competen-
cias autonómicas diferenciadas. 

Una caracterización de la autonomía, 15 que sintetiza el pensamiento de 
mayor consenso en los movimientos etnopolíticos, de clave multicultural, es 
aquella en la que la autonomía se interpreta en dos sentidos. Por un lado, 
entendido como una permisión, más o menos restringida, para que los 
grupos étnicos se ocupen de sus propios asuntos o para que mantengan sus 

14 Alán Arias Marín y José María Rodríguez, EZLN. Violencia, derechos culturales y de-
mocracia, p. 178. Útil también para ver la relación de territorio con hábitat, al modo como 
se plantea en el Convenio 169. 

15 Héctor Díaz Polanco, Autonomía regional. La autodeterminación de los pueblos indios, 
pp. 150-151. 

http:normativos.14
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usos y costumbres; por otro lado, en un segundo sentido, más amplio, como 
un régimen político-jurídico, acordado y no meramente concedido, que 
implica la creación de una verdadera colectividad política en el seno de la 
sociedad nacional. 

Las dos modalidades referidas pueden complementarse y ser ubicadas 
como dos momentos claves dentro de la construcción de una idea sistemá-
tica más completa e integral, esto es como un régimen político-jurídico au-
tonómico. Pensado así, el concepto puede transmutarse en una herramien-
ta teórico-política (metodológica) que buscaría incidir con la expectativa de 
renovar el pacto social y, de esta forma, afirmar la vigencia de los derechos 
socioculturales, atenuando cualquier tipo de diferenciación que fuese per-
turbadora respecto de la concepción dominante (liberal) hacia los derechos 
individuales. 

La autonomía, entendida así, como proyecto político y conceptual orien-
tado a la conformación de un régimen político y jurídico de índole autonó-
mica, posibilita el establecimiento de bases étnico-nacionales para la de-
mocracia, sin que pueda obviarse su tendencia implícita y/o explícita de 
reformar radicalmente el proyecto etnocéntrico vigente, que provoca cen-
tralización, exclusión y desigualdad.16 En ese sentido, la autonomía busca 
ser una respuesta a las consecuencias directas que, entre muchos grupos 
indígenas, produjo el proceso de colonización, al suprimir su opinión de 
toda toma de decisiones, constreñir su participación y discriminar sus formas 
culturales, y, de ese modo, negar efectivamente su derecho a la diferencia 
y al reconocimiento cabal de su identidad. 

Otro criterio que se puede identificar en los regímenes autonómicos 
apunta a los grados de descentralización política y administrativa que co-
bran efecto en las competencias autonómicas que se les reconocen.17 La 
descentralización autonómica, en su esfera jurídico-política, posee mayor 
significado y trascendencia en comparación con la simple transferencia de 
facultades administrativas, que pueden ser vistas como una etapa o mo-
mento dentro de un conjunto más amplio de reivindicaciones. Esta descen-
tralización política les permitiría, incluso, obtener facultades legislativas que 
puedan normar su vida interna acorde a las normas constitucionales vigen-
tes y, de ese modo, asegurar su reproducción futura. No obstante, el repar-

16 Héctor Díaz Polanco, “Universalidad y particularidad. La solución autonómica”, en 
Ursula Klesing-Rempel, comp., Lo propio y lo ajeno. Interculturalidad y sociedad multicultural, 
p. 210. 

17 R. Stavenhagen, “Derecho Internacional y derechos indígenas”, en op. cit., p. 205. 

http:reconocen.17
http:desigualdad.16
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to de las competencias siempre obedece a la naturaleza y a las condiciones 
históricas y a los grados de autonomía que cada caso trate. 

Por último, los modelos autonómicos pueden poseer un carácter legal en 
general y constitucional en particular.18 Su carácter legal se extrae de las 
leyes generales del Estado, que son su cuerpo jurídico, y no de una raciona-
lidad administrativa que simplemente lo limite a ser un tipo de descentraliza-
ción de meras competencias administrativas. En ese sentido, las autonomías 
son producto de las leyes y, por tanto, su carácter, organización, poderes y 
funcionamiento debieran estar constitucionalmente establecidas. 

En esta nueva relación del sujeto autonómico y el Estado tendrá que 
haber negociaciones políticas, modificaciones legislativas, normativa jurí-
dica nueva y cambios constitucionales, así como de procedimientos, en 
una larga lista de ámbitos específicos en los cuales ha de funcionar la 
autonomía.19 

III. Conclusión 

Las coordenadas principales del debate internacional contemporáneo 
sobre la cuestión indígena, mismas a la que nos hemos referido en el apar-
tado anterior, habrán de mantener su vigencia teórica, pero, sobre todo, 
práctica, es decir, seguirán determinando los criterios políticos, jurídicos e 
institucionales del conjunto de arreglos y procesos de reforma. Este juego 
e interacción será la que permita, en el plano de los Estados nacionales, 
nuevos avances, no obstante que en el plano discursivo sigan en tensión e 
irresueltas las claves teóricas y políticas que los fundamentan y/o legitiman. 
De todos modos estas referencias conceptuales, entre en las que desde 
ahora la Declaración Universal de Derechos de los Pueblos Indígenas 
forma parte, serán puestos en juego en los términos del conflicto político, 
sus correlaciones de fuerza y las capacidades de negociación y arreglo de 
las partes. 

A partir de lo visto se puede decir que las coordenadas del debate 
teórico-político apuntan y se concentran en el controversial concepto de 
autodeterminación y su equívoca equivalencia con autonomía (de ahí la 
importancia de procesar y desagregar la nociones de autonomía y régimen 
autonómico). 

18 Idem. 
19 Ibid., p. 206. 

http:autonom�a.19
http:particular.18
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Lo equívoco de la noción de autodeterminación puede explicarse en 
virtud de que se encuentra politizado en un doble plano. En un primero, que 
bien puede definirse como maximalismo doctrinario, consiste en el efecto 
de la búsqueda de construir consensos que permitan su reconocimiento 
teórico, univocidad marcada siempre por un sentido restringido que niegue 
o reduzca al mínimo las posibilidades de una afirmación de soberanía dis-
tinta de la establecida en los términos del Estado-nación; en un segundo 
plano, un sentido minimalista pragmático de la noción de autodetermina-
ción; aquí los arreglos para definirla se han guiado más en términos prác-
tico-políticos, determinados por la negociación y la correlación de fuerzas 
al interior de los Estados. 

De esta forma, el cumplimiento y alcances de los contenidos múltiples 
incluidos en la Declaración Universal de los Derechos de los Pueblos Indí-
genas dependerán, a final de cuentas, de la disposición que tengan los 
Estados para modificar y adaptar sus legislaciones a este nuevo instrumen-
to internacional, y, de esta forma, asumir estas directrices en su trato con los 
pueblos indígenas. 

IV. Bibliografía 

ARIAS MARÍN, Alán y José María Rodríguez, “Dilemas de la reforma constitu-
cional en materia indígena”, en Este País, núm. 140, México, 2002. 

ARIAS MARÍN, Alán y José María Rodríguez, EZLN. Violencia, derechos cultu-
rales y democracia, México, CNDH, 2003. 

Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales de la Organización Inter-
nacional del Trabajo (1989). Página electrónica: http://zedillo.presi-
dencia.gob.mx/pages/chiapas/docs/oit-c169.html 

DÍAZ POLANCO, Héctor, Autonomía regional. La autodeterminación de los 
pueblos indios, México, Siglo XXI / UNAM, 1991. 

DÍAZ POLANCO, Héctor, “Universalidad y particularidad. La solución auto-
nómica”, en Ursula Klesing-Rempel, comp., Lo propio y lo ajeno. Inter-
culturalidad y sociedad multicultural, México, Plaza y Valdés, 1999. 

FAVRE, Henri, El indigenismo, México, FCE, 1998. 
LÓPEZ BÁRCENAS, Francisco, “Territorios, tierras y recursos naturales”, en 

Jorge Alberto González Galván, coord., Constitución y derechos indí-
genas, México, UNAM, IIJ, 2002. 

Resolución A/RES/61/295. Declaración Universal sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas. Emitida en la sesión celebrada el 13 de septiem-

http://zedillo.presi


181 

            

Comentario legislativo 

bre de 2007, discutida como Tema 68 del programa en la 107a. Sesión 
Plenaria, durante el Sexagésimo Primer Periodo de Sesiones de la Asam-
blea General. Página electrónica de las Naciones Unidas, http://dac-
cessdds.un.org/doc/UNDOC/GEN/N06/512/10/PDF/N0651210. 
pdf?OpenElement 

STAVENHAGEN, Rodolfo, “Derecho Internacional y derechos indígenas”, en 
Esteban Krotz, coord., Antropología jurídica: perspectivas sociocultura-
les en el estudio del derecho, Barcelona, Antropos / UAM, 2002. 

STAVENHAGEN, Rodolfo, Derechos humanos de los pueblos indígenas, Méxi-
co, CNDH, 2000, p. 110 

VILLORO, Luis, “El Estado-nación y las autonomías indígenas”, en Jorge Al-
berto González Galván, coord., Constitución y derechos indígenas, 
México, UNAM, IIJ, 2002. 

http://dac




183 

 
           

         
            

        
         

            

          
             

            

  

           
          

Comentario legislativo 

Convención Internacional para la Protección de 
Todas las Personas contra las Desapariciones 

Forzadas 

Luisa Fernanda Tello* 

El 18 de diciembre de 2007 se publicó en el Diario Oficial de la Federa-
ción el Decreto por el que se aprueba la Convención Internacional para 
la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 

documento aprobado por el Senado de la República el 13 de noviembre del 
mismo año. Este instrumento internacional posee aspectos novedosos que 
entrañan mayores compromisos y obligaciones para los Estados partes, en 
comparación con la Convención Interamericana sobre la Desaparición For-
zada de Personas de 1994, ratificada por México en 2002.1 

El proceso de elaboración de esta Convención inició en 1981, durante 
la celebración de un coloquio en París, en el que se propugnó por su emi-
sión, y posteriormente fue defendida y promocionada internacionalmente 
por diversas asociaciones sudamericanas de familiares de personas desa-
parecidas, presentes a lo largo de todo el proceso, al cual se fueron suman-
do nuevos interesados de diversas partes del mundo. 

En el preámbulo de la Convención se establecen como fines de la mis-
ma la prevención de las desapariciones forzadas; evitar su impunidad; el 
reconocimiento del derecho de las víctimas a la justicia y a la reparación de 
los daños causados; el derecho de las personas a conocer la verdad sobre 
las circunstancias de las desapariciones forzadas; la suerte que corran los 
desaparecidos, y el respeto del derecho a la libertad de buscar, recibir y 
difundir informaciones con dicho fin.2 

* Investigadora del Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH. 
1 Decreto promulgatorio publicado en el Diario Oficial de la Federación del 6 de mayo 

de 2002. 
2 Vid. Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 

Desapariciones Forzadas. Aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
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La definición de desaparición forzada establecida en el artículo 2o. de 
la Convención es mucho más descriptiva que la incluida en el Código Penal 
Federal, por lo que a pesar de que el delito ya se encuentra tipificado —obli-
gación establecida en el artículo 4o.— el Estado mexicano deberá revisar 
dicha definición, con miras a adecuarse a los parámetros convencionales, 
como uno de los aspectos a modificar e incluir en el informe sobre las medi-
das adoptadas para dar cumplimiento a la Convención, mismo que deberá 
presentar a dos años de su entrada en vigor, conforme al artículo 29. 

Con objeto de mostrar las diferencias entre distintas definiciones de 
desaparición forzada, a continuación mostramos un cuadro comparativo: 

Convención 
Internacional 

Arresto, detención, secuestro o cualquier otra forma de privación de la li-
bertad, cometida por agentes del Estado o personas o grupos de estas que 
actúan con la autorización, apoyo o aquiescencia del Estado, seguida 
de la negativa a reconocer la privación de libertad o del ocultamiento de 
la suerte o paradero del desaparecido, sustrayéndolo a la protección de la 
ley (art. 2o.). 

Convención 
Interamericana 

Privación de libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, 
cometida por agentes del Estado o personas o grupos de estas que actúen con 
la autorización, apoyo o aquiescencia del Estado, seguida de la falta de in-
formación o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de in-
formar sobre su paradero, con lo que se impide el ejercicio de los recursos 
legales y garantías procesales pertinentes (art. II). 

Código Penal 
Federal 

Comete… el servidor público que, independientemente de que haya par-
ticipado en la detención legal o ilegal de una o varias personas, propicie 
o mantenga dolosamente su ocultamiento bajo cualquier forma de deten-
ción (art. 215-A). 

Código Penal 
para el D. F. 

Servidor público… que con motivo de sus atribuciones, detenga y manten-
ga oculta a una o varias personas, o autorice, apoye o consienta que otros 
lo hagan sin reconocer la existencia de tal privación o niegue información 
sobre su paradero, impidiendo con ello el ejercicio de los recursos legales 
y las garantías procesales procedentes… (art. 168). 

Ley del Estado 
de Guerrero3 

[…] el servidor público que en ejercicio de sus funciones o con motivo de 
ellas detenga, prive de la libertad y mantenga oculta a una o más personas, 
o autorice, apoye o consienta que otros lo hagan, cualesquiera que sea el 
método y motivación usados, sin reconocer la existencia de la privación o 
niegue información sobre el paradero de la víctima(s), impidiendo el ejer-
cicio de los recursos legales y garantías procesales procedentes. Serán 
considerados sujetos activos quienes sin ser formalmente funcionarios, 
aprovechen su autorización, apoyo o aquiescencia (art. 3o.). 

mediante la Resolución 61/177, 61o. Periodo de Sesiones, 82a. Sesión Plenaria, París, 20 
de diciembre de 2006, párrafos 7o., 8o. y 9o. 

3 Ley para Prevenir y Sancionar la Desaparición Forzada de Personas del Estado de Gue-
rrero, número 569, publicada en el Periódico Oficial núm. 83, el 14 de octubre de 2005. 
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Si bien la definición contemplada por la Convención Interamericana 
resulta más completa, al mencionar expresamente la imposibilidad de ejer-
cer —dadas las circunstancias— los recursos regales y las garantías proce-
sales procedentes, así como hacer más explícito el ocultamiento de informa-
ción respecto de la desaparición —como también lo hace la definición del 
Código Penal para el Distrito Federal, respecto de la del Federal— diversas 
disposiciones de la nueva Convención son completamente novedosas y en 
algunos aspectos otorgan una mayor protección, como en el caso de las 
víctimas. En este trabajo nos limitaremos a señalar dichas disposiciones. 

Llama la atención lo establecido en el artículo 3o., respecto de las desa-
pariciones forzadas cometidas por personas o grupos que actúen sin auto-
rización, apoyo o aquiescencia del Estado, sobre las que se deberán tomar 
medidas para su investigación y el procesamiento de los responsables. Lo 
novedoso de este artículo es que incluye las desapariciones forzadas no co-
metidas por funcionarios públicos, lo que puede recaer en figuras como el 
secuestro o el “levantamiento” de personas, actos cometidos por sectores 
delictivos, cuestión que actualmente en México constituye una práctica muy 
recurrida por grupos de la delincuencia organizada y que por lo general 
tiene como objeto el asesinato de personas, en su mayoría miembros de los 
cuerpos de seguridad pública del Estado. 

La Convención establece en su artículo 7o. la obligación de imponer 
penas apropiadas que tengan en cuenta la extrema gravedad del delito de 
desaparición forzada, lo cual también debe ser un aspecto a revisar por el 
Estado mexicano, pues independientemente de los atenuantes y agravantes 
establecidos en los códigos nacionales e indicados por la Convención, así 
como de los años de inhabilitación contemplados para los responsables, es 
cuestionable que la pena contemplada en el Código Federal de la materia 
sea de cinco a 40 años de prisión, a diferencia de la establecida por el có-
digo respectivo para el Distrito Federal que es de 15 a 40, y la de la Ley del 
Estado de Guerrero, que es de 20 a 40 años, por lo que consideramos que 
la pena mínima contemplada en la legislación federal debe aumentarse. 

Los Estados deben asegurar el derecho de las personas a denunciar los 
hechos y establecer medidas adecuadas para proteger a los denunciantes del 
delito, testigos del mismo y allegados de la persona desaparecida; y en caso 
de existir motivos razonables para creer que una persona ha sido sometida a 
una desaparición forzada, iniciar la investigación, aun cuando no se haya 
presentado ninguna denuncia formal al respecto. Lo anterior podría persua-
dir a las autoridades ministeriales para dejar de entorpecer los procesos de 
búsqueda de las personas desaparecidas, y no imponer ridículos lapsos 
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de tiempo para poder considerar que las personas se encuentran realmente 
desaparecidas, lo que sólo constituye inútiles pérdidas de tiempo. 

Otra de las novedades de esta Convención es incluida en el artículo 16, 
que establece que ningún Estado parte debe expulsar, devolver o extraditar 
a las personas cuando existan suficientes razones fundadas para creer que 
estarían en peligro de ser sometidas a una desaparición forzada en su país 
de origen o territorio al que sean transferidas. El problema es que la deter-
minación de las suficientes razones fundadas debe ser resuelta por las au-
toridades, que suelen ser insensibles a este tipo de problemáticas. 

Un aspecto establecido con gran precisión es el contenido de los regis-
tros oficiales y/o expedientes actualizados de las personas privadas de li-
bertad, que los Estados partes están obligados a establecer y mantener, y 
que deberán ser garantizados a todas las personas que tengan un interés 
legítimo en conocer sus datos. 

Dichos registros deben incluir los nombres de los detenidos; el día, hora 
y lugar de la detención; la autoridad ejecutante de la misma; la autoridad 
que controle la privación de libertad; los aspectos relativos a la integridad 
física de los detenidos; el lugar, día y hora de entrada al lugar de detención; 
en caso de fallecimiento del privado de libertad, establecer las circunstancias 
y causas de su muerte, así como el destino de sus restos; en caso de que el 
detenido sea transferido a otro lugar de detención, el día, la hora y el des-
tino de la transferencia, además de la autoridad encargada de la misma, 
así como el día y la hora de la liberación (artículo 18). 

La inclusión de estos datos en el registro constituye un instrumento de 
gran importancia en la protección de las personas privadas de libertad, y 
aun cuando es sabido que los sistemas de registro no son infalibles y muchas 
veces no son seguidos de manera adecuada, las especificaciones contem-
pladas en dicho registro otorgan más elementos para proteger a las perso-
nas ante las incomunicaciones. Al respecto, la Convención Interamericana 
sólo establece la obligación de contar con registros oficiales actualizados 
de los detenidos, conforme a las legislaciones estatales,4 sin establecer es-
pecíficamente el tipo de información a mantener, dejándola al arbitrio de 
los Estados. 

Uno de los aspectos más importantes de la Convención es la noción de 
víctima, que conforme al artículo 24 no comprende solamente a la persona 

4 Vid. Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, aprobada 
por la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos durante su 24o. Perio-
do Ordinario de Sesiones, Belém do Pará, Brasil, 9 de junio de 1994, artículo XI. 
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desaparecida, sino a toda persona física que haya sufrido un perjuicio di-
recto como consecuencia de una desaparición forzada.5 

Dicho artículo establece también el derecho de las víctimas a conocer 
la verdad sobre las circunstancias de la desaparición, los progresos y resul-
tados de la investigación y la suerte del desaparecido. En este sentido, las 
legislaciones estatales deben garantizarles el derecho a la reparación y a 
una indemnización justa y adecuada por los daños causados. 

La reparación comprende todos los daños materiales y morales y, en su 
caso, otros medios de reparación como la restitución; la readaptación; la 
satisfacción, “incluido el reestablecimiento de la dignidad y la reputación”. 
Si bien se entiende que esta última disposición se refiere al reestablecimien-
to de la reputación en cuanto al honor y el respeto del buen nombre de las 
personas, consideramos que la inclusión expresa respecto del reestableci-
miento de la “dignidad” puede dar lugar a una polémica en torno a la re-
paración, debido a la imposibilidad de parchar los atentados contra la 
dignidad de las personas. 

Continuando con el mismo artículo, es de resaltarse que independien-
temente de contemplar la obligación de continuar con la investigación 
hasta establecer la suerte del desaparecido, los Estados partes deben adop-
tar medidas apropiadas relativas a la situación jurídica tanto de las personas 
desaparecidas como de sus allegados, en ámbitos como la protección so-
cial, las cuestiones económicas, el derecho de familia y los derechos de 
propiedad. 

La disposición anterior es una de las medidas más acertadas tomadas 
a favor de los familiares de la persona desaparecida, ya que en la mayoría 
de las ocasiones ésta suele ser el soporte económico familiar y su ausencia 
lleva a que sus familiares, aparte de sufrir la angustia y desesperación que 
la desaparición normalmente conlleva, padezcan múltiples limitaciones 
económicas con consecuencias materiales directas y problemas de diversos 
tipos. 

Tratándose de los niños se establece la obligación de prevenir y sancionar 
penalmente la apropiación de niños sometidos a desaparición forzada; de 

5 Similar a esta noción, o inclusive más amplia, es la contemplada en el artículo 25 de 
la Ley para Prevenir y Sancionar la Desaparición Forzada de Personas del Estado de Guerre-
ro, op. cit., n. 3, que comprende como víctima al desaparecido, sus familiares, cónyuge o 
pareja permanente, a las personas que dependan del desaparecido y que tengan relación 
inmediata con él, así como cualquiera que haya sufrido al intervenir para evitar su desapa-
rición como consecuencia del ejercicio de los mecanismos jurídicos o materiales propios de 
la búsqueda del desaparecido. 
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niños cuyos padres o representantes legales sean sometidos a la misma; 
de niños nacidos durante el cautiverio de su madre, y la falsificación, oculta-
miento o destrucción de documentos que prueben su verdadera identidad. 

Con la intención de vigilar la incidencia de las desapariciones forzadas 
en los Estados partes y de ayudar a las víctimas, el artículo 26 contempla la 
creación de un Comité contra la Desaparición Forzada, integrado por 10 
expertos independientes de gran integridad moral y reconocida competen-
cia en derechos humanos, que ejercerán sus funciones a título personal. 

Dicho órgano podrá conocer de manera urgente, de toda petición al 
respecto y cuenta con las facultades de solicitar al Estado parte de que se 
trate que proporcione en un plazo determinado información sobre la situa-
ción del presunto desaparecido, y de transmitir recomendaciones e incluir 
peticiones respecto de la adopción de las medidas necesarias, incluidas las 
cautelares, para localizar y proteger a las personas. Los Estados, al ratificar 
la Convención o posteriormente, pueden declarar el reconocimiento de la 
competencia del Comité para recibir y examinar comunicaciones. 

En caso de que el Comité reciba informaciones que a su juicio posean 
indicios fundados de la práctica generalizada o sistemática de desaparicio-
nes forzadas en un Estado parte, tras haberle solicitado la información 
pertinente, podrá señalar la cuestión urgentemente a la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, ya que conforme a los artículos 5o. y 7o. de la 
Convención y del Estatuto de la Corte Penal Internacional, respectivamente, 
las desapariciones forzadas realizadas como partes de ataques generaliza-
dos o sistemáticos constituyen un crimen de lesa humanidad. 

La Convención señala en su artículo 35 que la competencia del Comité 
sólo se extiende a las desapariciones iniciadas con posterioridad a la entrada 
en vigor de la Convención. En este sentido, es factible la limitación de la com-
petencia del Comité a las desapariciones señaladas, sin embargo, presumimos 
que las disposiciones convencionales son aplicables a las desapariciones 
iniciadas antes de la entrada en vigor de la Convención y aún no resueltas, al 
ser la desaparición forzada un delito continuado o permanente. 

Lo anterior, en virtud del criterio establecido por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación dentro de la Controversia Constitucional 33/2002, en 
la que se contempló que la consumación del delito de desaparición forzada 
sigue dándose y actualizándose hasta que aparece el sujeto pasivo o se 
establece su destino y, por lo tanto, la Convención Interamericana sobre 
Desapariciones Forzadas era aplicable a las desapariciones que hubieran 
comenzado a realizarse antes de la entrada en vigor de la Convención y 
cuya comisión se hubiera prolongado después de su vigencia. 
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Si bien la presente Convención constituye un instrumento importante en 
la protección contra las desapariciones forzadas, su prevención y esclare-
cimiento, consideramos que ni su adopción ni el establecimiento de las 
medidas que ordena adoptar son suficientes para dar fin a este delito que 
viola diversos derechos humanos, entre ellos, el derecho a la libertad, el 
derecho a la seguridad personal, el derecho a la personalidad jurídica, el de-
recho a la integridad personal, el derecho al trato digno y en ocasiones el 
derecho a la vida de las personas desaparecidas. 

En nuestro país hay mucho por hacer. México es uno de los países con 
más casos de desapariciones forzadas pendientes de resolver, conforme a 
los datos del anterior Grupo de Trabajo de las Naciones Unidas sobre las 
Desapariciones Forzadas. De 377 casos registrados ante ese grupo, sólo 
155 han sido aclarados.6 Hay muchísimos casos sin resolver y día a día se 
suman más; baste mencionar el de las mujeres triquis constantemente to-
madas como botín político a causa de los conflictos políticos de su comu-
nidad; el de los dos integrantes del EPR, desaparecidos el 25 de mayo de 
2007 en la ciudad de Oaxaca; el caso de Lauro Juárez, desaparecido el 30 
de diciembre del mismo año —del que conoce la Comisión Interamerica-
na—, y los diversos casos de periodistas desaparecidos. Esperamos que la 
Convención sea un instrumento que logre coadyuvar en el esclarecimiento 
de los cientos de casos pendientes de resolverse, pero, sobre todo, que 
opere un cambio en la voluntad política gubernamental respecto de este 
terrible crimen. 

6 Naciones Unidas, Alto Comisionado para los Derechos Humanos en México. Inter-
vención del señor Amerigo Incalcatera, representante en México de la Alta Comisionada de 
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, con motivo de la ceremonia de inaugu-
ración del Seminario Internacional Convención Internacional de las Naciones Unidas para 
la Protección de Todas las Personas contra la Desaparición Forzada. Secretaría de Relaciones 
Exteriores, 11 de abril de 2007. http://www.hchr.org.mx/documentos/conferencias/semina-
riodesaparicion.pdf 

http://www.hchr.org.mx/documentos/conferencias/semina
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Comentario al criterio jurisprudencial emitido 
por el pleno la SCJN, en 2007, sobre la 

jerarquía de los tratados internacionales 

Verónica de la Rosa Jaimes 
Alfredo Islas Colín* 

SUMARIO: I. Marco constitucional de los tratados internacionales en el orden jurídico 
nacional. II. Incorporación del derecho internacional al derecho nacional. III. La je-
rarquía de los tratados internacionales respecto de las normas de derecho interno. IV. 
La primacía de los tratados a la luz del derecho comparado. 1. En Europa del Oeste. 
2. En América Latina. V. Reflexiones finales. 

El debate en torno a la jerarquía de normas derivado de la interpretación 
del artículo 133 constitucional ha sido intenso y mezclado tanto a nivel 
jurisdiccional como en el ámbito de la doctrina. Por lo que, en el pre-

sente estudio, no se pretende abarcar todo el espectro temático relacionado 
con la interpretación del artículo 133 de nuestra Carta Magna, sino circuns-
cribirse al análisis de la posición jerárquica que deben ocupar los tratados 
internacionales1 en el marco jurídico mexicano y el derecho comparado. 

El presente estudio se ha dividido de la siguiente manera. Toda vez que 
no es posible examinar el artículo 133 constitucional como fenómeno ais-
lado, el primer apartado se dedicará a la tarea de hacer un recuento del 
desarrollo del marco constitucional de los tratados en el orden jurídico 
nacional y a la descripción actual del mismo. En el segundo se analizarán 
los procesos de incorporación del derecho internacional al derecho nacio-

* Investigadores del Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH. 
1 Para este estudio se tomará la definición de tratado que figura en el artículo 2o. de la 

Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados: se entiende por tratado “un acuerdo 
internacional celebrado por escrito entre Estados y regido por el derecho internacional, ya 
conste en un instrumento único o en dos o más instrumentos conexos cualquiera que sea su 
denominación particular”. 
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nal. En el tercer apartado se examinará la jerarquía de los tratados interna-
cionales respecto de las normas de derecho interno. 

En el cuarto apartado, la primacía de los tratados a la luz del derecho 
comparado. 

Para, finalmente, en el último, concluir con algunas reflexiones en torno 
al tema analizado. 

I. Marco constitucional de los tratados internacionales 
en el orden jurídico nacional 

Antes de adentrarse en el análisis del artículo 133 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, vale la pena remontarse a sus orígenes. 
Dicho precepto, que consagra la jerarquía de las normas y el principio de 
supremacía constitucional, se inspiró en el párrafo segundo del artículo VI 
de la Constitución Federal de los Estados Unidos de Norteamérica de 1787, 
cuyo texto señala: “Esta constitución, y las leyes de los Estados Unidos que 
se expidan con arreglo a ella, y todos los tratados celebrados o que se ce-
lebren por la autoridad de los Estados Unidos, serán ley suprema del 
país”.2 

La Constitución Mexicana de 1824 dividió al Poder Legislativo de la 
Federación en una Cámara de Diputados y otra de Senadores, señalando 
como facultad del Congreso General, en su artículo 50, la de “aprobar los 
tratados de paz, de amistad, de federación, de neutralidad armada y cua-
lesquiera otro que apruebe el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos 
con potencias extranjeras”. Asimismo, estableció, entre otras obligaciones 
para las entidades federativas, la de “guardar y hace guardar la Constitución 
y las leyes generales de la Unión y los tratados hechos o que en adelante se 
hicieren por la autoridad suprema de la Federación con alguna potencia 
extranjera”. 

La Constitución de 1857, en cambio, depositó el ejercicio del Supremo 
Poder Legislativo en una asamblea que se denominó Congreso de la Unión, 
integrada solamente por diputados, suprimiendo así al Senado. El mismo 
ordenamiento, en su artículo 126, señaló lo siguiente: “Esta Constitución, 
las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados 

2 The National Archives, Constitution of the United States, en http://www.archives.gov/ 
national-archives-experience/charters/constitution_transcript.html, consultada el 27 de mayo 
de 2007. 

http:http://www.archives.gov
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hechos o que se hicieren por el presidente de la República, con la aproba-
ción del Congreso serán la Ley Suprema de toda la Unión”. No obstante, 
en 1874 el Senado fue restituido y facultado para aprobar los tratados y 
convenciones diplomáticas que celebrara el Ejecutivo.3 

En la Constitución de 1917 se otorga al titular del Ejecutivo Federal la 
responsabilidad de conducir las negociaciones internacionales quien, con 
limitaciones en lo que se refiere a la materia de extradición de reos políticos, 
delincuentes del orden común que hubieren tenido la calidad de esclavos 
en el país en donde cometieron el delito y tratados que alteren las garantías 
y derechos establecidos por la Constitución, tiene la facultad de celebrar 
tratados internacionales con potencias extranjeras. A su vez, se establece 
nuevamente la integración del Poder Legislativo en dos cámaras y faculta al 
Senado de la República para ratificar los mencionados instrumentos inter-
nacionales. 

El artículo 133 de nuestra Carta Magna establecía, en su versión origi-
nal, de 1917, que “todos los tratados hechos y que se hicieren por el presi-
dente de la República, con aprobación del Congreso, serán ley suprema de 
toda la Unión”. Este artículo fue reformado en 19344 para quedar comos 
sigue: “Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen 
de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados 
y que se celebren por el presidente de la República, con aprobación del 
Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión”. 

II. Incorporación del derecho internacional 
al derecho nacional 

Por incorporación debe entenderse la manera en que las normas interna-
cionales adquieren validez dentro del ordenamiento jurídico interno de un 

3 Francisco Espinoza Silva, “Los Tratados Internacionales en el Sistema Jurídico Mexica-
no”, en Revista Jurídica, número 26, México, Poder Judicial del Estado de Aguascalientes, 
abril-junio 2003, p. 126. 

4 Respecto de esta reforma vale la pena comentar que si bien este precepto, como ya 
se señaló, fue modificado varias veces dependiendo de la estructura del Congreso de la 
Unión, en la reforma de 1934 no se justificaron en la Exposición de motivos las razones para 
suprimir la referencia al Congreso y poner en su lugar al Senado. Vid. Ruperto Patiño Manffer, 
“Comentario al artículo 133”, en Los derechos del pueblo mexicano, México a través de sus 
constituciones, México, Porrúa, 2000, pp. 1177-1182; Juan Manuel Pérez Saldaña, Comer-
cio internacional. Régimen jurídico económico, México, Porrúa, 2005, pp. 71-72. 
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Estado, i.e., los requisitos necesarios para que estas normas puedan ser 
invocadas directamente ante los tribunales nacionales. 

Los sistemas de incorporación de los tratados internacionales al orden 
jurídico nacional pueden clasificarse en: 

a) Incorporación inmediata. No requieren de ningún acto normativo 
especial para su recepción al derecho interno. Una vez que el tratado 
ha sido firmado y ratificado, el texto de éste se publica incorporán-
dose así al sistema jurídico interno. 

b) Recepción indirecta. Requiere, para la observancia general del tra-
tado en el territorio nacional, que su texto sea incorporado a un or-
denamiento legislativo.5 

En México se aplica el método de incorporación inmediata, ya que una 
vez que un tratado internacional ha sido firmado por el presidente de la 
República, aprobado por el Senado y publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración, es de cumplimiento obligatorio en el ámbito jurídico interno. 

Este tema se relaciona de manera estrecha con las teorías monistas y 
dualistas del derecho internacional que se refieren a la relación existente 
entre éste y el derecho interno. Las teorías monistas sostienen que el derecho 
interno se encuentra subordinado al derecho internacional (teorías interna-
cionalistas) o viceversa (teorías internistas). Por su parte, las teorías dualistas 
aluden a que las normas del derecho internacional y del derecho interno 
existen de manera separada y no generan efectos las unas sobre las 
otras.6 

El derecho internacional no establece una postura sobre la forma de 
recepción de las normas internacionales al derecho interno, por lo que 

5 Cf. J. M. Saldaña Pérez, op. cit., pp 77-81; Roland Blank, “Tratados internacionales 
de derechos humanos bajo el ordenamiento jurídico alemán”, en Ius et Praxis, año 9, núm. 
1, Chile, Universidad de Talca, Facultad de Ciencias Jurídica y Sociales, 2003, pp. 25-28; 
vid. capítulo “La recepción del derecho internacional por el derecho interno. La práctica 
internacional”; Manuel Becerra Ramírez, La recepción del derecho internacional en el dere-
cho interno, México, UNAM, 2006, pp. 25 y ss., donde el autor hace referencia a las doc-
trinas de recepción y transformación de los tratados internacionales en el derecho interno 
que, grosso modo, corresponden a las expuestas en este trabajo. 

6 Vid. Mathhias Herdegen, Derecho internacional público, México, UNAM / Fundación 
Konrad Adenauer Stiftung, 2005, pp. 166-170; José A. Pastor Ridruejo, Curso de derecho 
internacional público y organizaciones internacionales, 9a. ed., Madrid, Tecnos, 2003, pp. 
168-169. 
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corresponde a cada Estado decidir si un instrumento internacional requeri-
rá o no un acto legislativo para su incorporación. Tampoco hace alusión 
alguna a la jerarquía de las normas internacionales dentro del marco jurí-
dico nacional. No obstante, desde la perspectiva del derecho internacional 
no se puede aducir el derecho interno, ni siquiera el constitucional para 
justificar el incumplimiento de una obligación internacional. Toda vez que 
el principio pacta sunt servanda determina que todo tratado en vigor obliga 
a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe, principio consagra-
do en el artículo 26 de la Convención de Viena. Asimismo, el artículo 27 
del Tratado de Tratados señala que cuando se presente una contradicción 
entre el derecho interno y un tratado internacional, deberá prevalecer el 
tratado. Para el derecho mexicano dicho principio podría implicar un pro-
blema, ya que nuestro Pacto Federal reconoce el principio de primacía 
constitucional.7 

III. La jerarquía de los tratados internacionales respecto 
de las normas de derecho interno 

En cuanto a la jerarquía de los tratados internacionales no hay una norma 
constitucional que la regule, por lo que ha sido la jurisprudencia la que ha 
fijado su valor. La Constitución no establece un sistema de fuentes que re-
vele el lugar jerárquico que ocupa cada uno de los ordenamientos jurídicos 
que lo componen, por lo que ha recaído en la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación (SCJN) la tarea de interpretar el artículo 133 con el propósi-
to de atribuirle un lugar a los tratados internacionales respecto de las leyes 
federales.8 

La jurisprudencia más reciente se inclina por admitir la prevalencia de 
un tratado internacional en que México es parte, sobre una ley interna, pero 

7 José Luis Vallarta realiza una interesante reflexión respecto de este punto, al señalar que 
seguramente un juez mexicano frente a una contradicción entre la Constitución y un tratado 
optaría por hacer prevalecer la Constitución en su sentencia. En tanto que, sin duda alguna, 
un tribunal internacional, frente a esa contradicción, haría prevalecer el tratado internacional. 
Cf. José Luis Vallarta Marrón, Derecho internacional público, México, Porrúa, 2007, p. 63. 

8 Cf. Olga Sánchez Cordero, “Tratados internacionales y derecho familiar. Un acerca-
miento a la interpretación judicial de la jerarquía de las normas y la aplicación de los trata-
dos en el derecho familiar”, conferencia impartida el 9 de junio de 2000 en la Universidad 
de Bonaterra, Aguascalientes, Aguascalientes, consultada en www.schn.gob.mx/Ministros/ 
oscgv/Conf/Conf-005.htm, el 25 de mayo de 2007. 

www.schn.gob.mx/Ministros
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no siempre ha sido así. A este respecto, el Alto Tribunal se ha pronunciado 
en tres momentos: 1992, 1999 y 2007. En 1992, estableciendo que los 
tratados internacionales no tienen mayor jerarquía que las leyes federales, 
ni éstas sobre aquéllos, i.e., ambos se encuentran por debajo de la Consti-
tución en el mismo rango, al tenor del siguiente rubro: 

LEYES FEDERALES Y TRATADOS INTERNACIONALES TIENEN LA MISMA JERARQUÍA NOR-
9MATIVA. 

El 11 de mayo de 1999, el Pleno de la SCJN resolvió, por unanimidad 
de 10 votos, el amparo en revisión 1475/98, en el que se impugnó la in-
constitucionalidad del artículo 68 de la Ley Federal de los Trabajadores al 
Servicio del Estado, que establece limitaciones a la libertad sindical, vio-
lando el derecho social de los trabajadores a la libre asociación sindical, 
protegido en el Convenio 87 de la Organización Internacional del Trabajo, 
que obliga a los Estados partes a no limitar dicho derecho. Al respecto, la 
SCJN emite una tesis aislada en la que considera que los tratados tienen 
jerarquía superior, incluso frente a las leyes federales. De tal manera que 
la jerarquía normativa de los tratados internacionales corresponde al se-
gundo nivel, inmediatamente después de la Constitución y por encima de 
las leyes federales, cambiando así el criterio de las tesis anteriores, bajo el 
siguiente rubro: 

TRATADOS INTERNACIONALES. SE UBICAN JERÁRQUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES 

FEDERALES Y EN UN SEGUNDO PLANO RESPECTO DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.10 

En las sesiones públicas ordinarias del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, celebradas los días 12 y 13 de febrero de 2007, se 
discutió nuevamente el tema de la posición jerárquica de los tratados inter-
nacionales dentro del orden jurídico nacional.11 En dichas sesiones, además 

9 Tesis del Pleno C/92, publicada en la Gaceta del Seminario Judicial de la Federación, 
tomo 60, diciembre de 1992, p. 27. Amparo en revisión 206/91. Manuel García Martínez. 
30 de junio de 1992. Mayoría de 15 votos. Ponente: Victoria Adato Green. Secretario: 
Sergio Pallares y Lara. 

10 Tesis aislada núm. LXXXVII/1999 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo X, noviem-
bre de 1999, p. 46. 

11 En algún momento del debate se intentó incorporar el tema de la relación jerárquica 
que existe entre los tratados internacionales y la constitución; polémica reciente en nuestro 

http:nacional.11
http:FEDERAL.10
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del amparo en revisión 120/2002, promovido por Mc Cain México, S. A. 
de C. V., se resolvieron los amparos en revisión 1976/2003, 787/2004, 
1084/2004, 1651/2004, 1277/2004, 1576/2005, 1738/2005, 
2075/2005, 74/2006, 815/2006, 948/2006, 1380/2006, y el amparo 
directo en revisión 1850/2004, respecto de los cuales el tema medular 
correspondió a la interpretación del artículo 133 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, a que se refiere esta tesis aislada. 

TRATADOS INTERNACIONALES. SON PARTE INTEGRANTE DE LA LEY SUPREMA DE LA UNIÓN 

Y SE UBICAN JERÁRQUICAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES GENERALES, FEDERALES Y 

LOCALES. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL. 

La interpretación sistemática del artículo 133 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos permite identificar la existencia de un orden 
jurídico superior, de carácter nacional, integrado por la Constitución Fede-
ral, los tratados internacionales y las leyes generales. Asimismo, a partir de 
dicha interpretación, armonizada con los principios de derecho internacio-
nal dispersos en el texto constitucional, así como con las normas y premisas 
fundamentales de esa rama del derecho, se concluye que los tratados inter-
nacionales se ubican jerárquicamente abajo de la Constitución Federal y 
por encima de las leyes generales, federales y locales, en la medida en que 
el Estado mexicano, al suscribirlos, de conformidad con lo dispuesto en la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre los Estados y 
Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales y, 
además, atendiendo al principio fundamental de derecho internacional 
consuetudinario pacta sunt servanda, contrae libremente obligaciones fren-
te a la comunidad internacional que no pueden ser desconocidas invocan-
do normas de derecho interno y cuyo incumplimiento supone, por lo demás, 
una responsabilidad de carácter internacional.12 

país —básicamente en el ámbito académico— específicamente en relación con tratados en 
materia de derechos fundamentales; sin embargo, las tesis emitidas no hacen referencia 
alguna al respecto por no considerarse tema de la litis. Vid. “Contenido de la versión taqui-
gráfica de la sesión pública ordinaria del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
celebrada el lunes 12 de febrero de 2007 y el martes 13 de febrero de 2007”, consultada 
en http://200.38.86.53/PortalSCJN/ActividadJur/Pleno/VerEstenograficas/, el 22 de mayo 
de 2007. 

12 Amparo en revisión 120/2002. Mc. Cain México, S. A. de C. V. 13 de febrero de 
2007. Mayoría de seis votos. Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna 
Ramos, José Fernando Franco González Salas, José de Jesús Gudiño Pelayo y Juan N. Silva 

http://200.38.86.53/PortalSCJN/ActividadJur/Pleno/VerEstenograficas
http:internacional.12
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La SCJN establece en la tesis aislada que antecede una distinción entre 
leyes federales, generales y locales por lo que, en aras de la claridad, emite 
otra tesis aislada respecto de la interpretación del artículo 133 constitucional, 
en lo que se refiere a las leyes generales, de la que destaca lo siguiente: 

[…] debe entenderse que las leyes del Congreso de la Unión a las que se re-
fiere el artículo constitucional (133) no corresponden a las leyes federales, esto 
es, a aquellas que regulan las atribuciones conferidas a determinados órganos 
con el objeto de trascender únicamente al ámbito federal, sino que se trata de 
leyes generales que son aquellas que pueden incidir válidamente en todos los 
órdenes jurídicos parciales que integran al Estado mexicano. […] de tal mane-
ra que (las leyes generales) una vez promulgadas y publicadas, deberán ser 
aplicadas por las autoridades federales, locales, del Distrito Federal y munici-
pales.13 

Esta tesis aislada es de destacarse, ya que anteriormente el Alto Tribunal, 
al hacer referencia a la interpretación del artículo 133 de nuestra Carta 
Magna, no había señalado de manera clara lo que debe entenderse por 
leyes generales, lo cual se prestaba a más confusión aún respecto del nivel 
que deben ocupar ante las leyes los tratados internacionales. 

Actualmente no existe controversia alguna en la SCJN sobre la prima-
cía de la Constitución en el sistema jurídico mexicano. Por lo que toca a la 
jerarquía de los tratados, aun cuando la Suprema Corte ha dictado que se 
encuentran por encima de las leyes generales, federales y locales, no ha 
logrado todavía una postura uniforme sobre el punto, ya que como se pue-
de apreciar en las tesis anteriores hubo seis votos disidentes. 

Meza. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretarios: Andrea Zambrana Casta-
ñeda, Rafael Coello Cetina, Malkah Nobigrot Kleinman y Maura A. Sanabria Martínez. Tesis 
aislada núm. IX/2007 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aprobada el 
20 de marzo de 2007. México, Distrito Federal, consultada en http://www.scjn.gob.mx/ 
ius2006/, el 23 de mayo de 2007. 

13 Leyes Generales. Interpretación del Artículo 133 Constitucional. Amparo en revisión 
120/2002. Mc. Cain México, S. A. de C. V. 13 de febrero de 2007. Mayoría de seis votos. 
Disidentes: José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas, José de Jesús Gudiño Pelayo y Juan N. Silva Meza. Ponente: Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano. Secretarios: Andrea Zambrana Castañeda, Rafael Coello Cetina, Malkah 
Nobigrot Kleinman y Maura A. Sanabria Martínez. Tesis aislada núm. VII/2007 del Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aprobada el 20 de marzo de 2007. México, 
Distrito Federal, consultada en http://www.scjn.gob.mx/ius2006/, el 23 de mayo de 2007. 

http://www.scjn.gob.mx/ius2006
http:http://www.scjn.gob.mx
http:pales.13
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IV. La primacía de los tratados a la luz 
del derecho comparado 

La jerarquía de los tratados internacionales y convenciones internacionales 
en los sistemas jurídicos del mundo es diversa y depende del nivel de jerar-
quía asignado por la interpretación de los jueces y/o en las Constituciones 
Políticas. La tendencia es que el primer caso se presenta preferentemente en 
los países de Europa del oeste, y el segundo caso en América Latina. 

1. En Europa del oeste 

Desde la Constitución Política de Weimar de 1919 se previó la primacía del 
derecho internacional: las reglas de derecho internacional que sean gene-
ralmente reconocidas obligan como si fueran parte integrante del derecho 
alemán del Reich (a. 4o. de la C). Ya en la Constitución de la República Fe-
deral de Alemania de 1949 (a. 25 de la C) y por la Corte Constitucional 
Federal, acordó la primacía de los tratados sobre el derecho alemán pos-
terior (Resolución del 9 de junio de 1971). 

La Constitución Política Italiana de 1948 considera que: “El orden jurí-
dico italiano se integra de las reglas del derecho internacional generalmen-
te reconocidos (a. 10 de la C)”, mismas que les asigna la Corte Constitu-
cional, a partir del 8 de junio de 1984, supremacía sobre las leyes internas 
expedidas. 

En las Constituciones de diversos países de Europa del oeste se estable-
ce que los tratados tienen autoridad superior a las leyes: Carta Magna 
Portuguesa (a. 8 de la C. de 1976); Grecia (a. 28 de la C. de 1976); Países 
Bajos (a. 66 de la C.), y Francia (a. 55 de la C.), entre otros. 

En Luxemburgo, la Corte Superior de Justicia resolvió desde el 14 de 
julio de 1954 la primacía del orden jurídico internacional sobre las normas 
jurídicas internas posteriores. 

En Bélgica, la Corte de Casación señala la supremacía de los tratados: 

[…] la regla establecida por el tratado debe prevalecer: la superioridad de éste 
resulta de la naturaleza misma del derecho internacional convencional... 

[…] los tratados creados por el derecho comunitario han instaurado un nuevo 
orden jurídico en beneficio de los Estados miembros que han limitado el ejer-
cicio de sus poderes soberanos, en los dominios que estos tratados determi-
nen… (resolución del 27 de mayo de 1971). 
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Dicha Corte inspiró esta Gran Sentencia, en la argumentación esgrimi-
da por el procurador general belga, Ganshof van der Meersch, al afirmar 
de manera contundente que: “Negar la superioridad de la norma interna-
cional se convierte en negar su existencia”. 

En Francia, el Consejo Constitucional considera que la supremacía de 
los tratados sobre las leyes en los siguientes términos: 

[…] presenta un carácter a la vez relativo y contingente… por estar sometido a 
un campo de aplicación del tratado, y subordinado a una condición de reci-
procidad donde la realización puede variar según el comportamiento del o de 
los Estados firmante de un tratado, y el momento en que debe apreciarse el 
respeto de esa condición (Decisión núm. 74-54 del 15 de enero de 1975, re-
lativa constitucionalidad de la Ley de Interrupción Voluntaria del Embarazo). 

La Corte de Casación de Francia proclamó recientemente, sin ambigüe-
dades, la superioridad de los tratados sobre las leyes posteriores: “instituye 
un orden jurídico propio e integrado al de los Estados miembros” (Decisión 
del 24 de mayo de 1975, Societé des Cafés Jacques Vabre). 

La Corte Europea de justicia de la Comunidad Europea es “garante de 
los tratados”, al considerar que los Estados no pueden, para defender o 
justificar la infracción a un tratado, referir reglamentos, práctica jurídica 
o circunstancia de su ordenamiento jurídico interior. La jurisprudencia de este 
alto tribunal dice así: “15 [...] la transposición en derecho interno de una 
directiva (del Consejo de la Comunidad Económica Europea) no exige 
necesariamente copia formal y textual de sus disposiciones en una disposi-
ción legal expresa y específica, pero puede en función de su contenido, 
satisfacer un contenido jurídico general...” (Asunto C-361/88 TA-Luft, Rep. 
1991, p. I-2567). 

2. En América Latina 

Aunque en la Constitución Política de Argentina les da a los tratados el nivel 
de jerarquía inmediato superior con respecto a las leyes nacionales, y a 
algunos tratados específicos les asigna jerarquía constitucional,14 la Corte 

14 La Constitución política de la República Argentina, dice así: “Corresponde al Con-
greso: 

22. […] Los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes. 
La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Declaración 
Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 
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3) Constitución Política del Salvador de 1983.19 

4) Constitución Política de Paraguay de 1992.20 

5) Constitución Política de Guatemala de 1985,21 se afirma la preemi-
nencia de los tratados en materia de derechos humanos sobre el 
derecho interno. 

En el caso de otros Estados no se señala la jerarquía de los tratados con 
respecto a las demás leyes o simplemente le dan el mismo nivel de jerarquía 
a los tratados que el de las leyes, en los términos siguientes: 

1) La Constitución Política de Panamá de 1972-1983, afirma que la 
República acatará los tratados.22 

2) La Constitución Política de Ecuador de 1978, que el derecho interna-
cional norma la conducta de los Estados.23 

3) El caso de la Constitución Política de Venezuela es distinto, pues no 
estable jerarquía, al señalar en su artículo 124 que los que los tra-
tados y convenios internacionales celebrados por el Ejecutivo nacio-

19 Los tratados internacionales celebrados por El Salvador con otros Estados o con or-
ganismos internacionales constituyen leyes de la República al entrar en vigencia, conforme 
a las disposiciones del mismo tratado y de esta Constitución. 

La ley no podrá modificar o derogar lo acordado en un tratado vigente para El Salvador. 
En caso de conflicto entre el tratado y la ley, prevalecerá el tratado (a. 144 de la C.). 

20 La ley suprema de la República es la Constitución. Ésta, los tratados, convenios y 
acuerdos internacionales aprobados y ratificados, las leyes dictadas por el Congreso y otras 
disposiciones jurídicas de inferior jerarquía, sancionadas en consecuencia, integran el de-
recho positivo nacional en el orden de prelación enunciado… (a. 137 de la C.). 

Asimismo, el artículo 142 de la misma Carta Fundamental señala lo siguiente: “Los 
tratados internacionales relativos a los derechos humanos no podrán ser denunciados sino 
por los procedimientos que rigen para la enmienda de esta Constitución”. 

21 El artículo 46 de la Constitución Política de Guatemala de 1985 establece lo siguien-
te: “Preeminencia del Derecho Internacional. Se establece el principio general de que en 
materia de derechos humanos, los tratados y convenciones aceptados y ratificados por 
Guatemala tienen preeminencia sobre el derecho interno”. 

22 La República de Panamá acata las normas del Derecho Internacional (a. 4 de la C.). 
23 El Estado Ecuatoriano… declara que el derecho internacional es norma de conducta 

de los Estados en sus relaciones recíprocas. Propugna también la comunidad internacional, 
así como la estabilidad y fortalecimiento de sus organismos y, dentro de ello, la integración 
iberoamericana, como sistema eficaz para alcanzar el desarrollo de la comunidad de pueblos 
unidos por vínculos de solidaridad, nacidos de la identidad de origen y cultura. 

El Ecuador podrá formar, con uno o más Estados, asociaciones para la promoción y 
defensa de los intereses nacionales y comunitarios. (a. 3 de la C.). 
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legitimidad del estado y del partido en el poder se había deteriorado, encuentra 
que tienen historias diferentes durante esos años. En uno se da el alzamiento que 
cuestiona el orden de cosas. En el otro se avanza, no si conflictos ni contradiccio-
nes, por el terreno del acuerdo, el debate parlamentario, la negociación y la 
concertación, para reconocer derechos. 

Moisés Jaime BAILÓN CORRES 
Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH 
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Miguel ARTOLA, Constitucionalismo en la histo-
ria, Madrid, Crítica, 2005, 312 pp. 

I. Historia y Constitución 

El surgimiento de las constituciones modernas ha implicado una verdadera 
revolución en la historia del derecho. El código del derecho público es el 
contenedor del gran dique del ejercicio del poder: el principio de legalidad. 

Esto es, en definitiva, el signo más visible de lo que la historiografía francesa 
denominó Nuevo régimen. De la mano de lo anterior, el constitucionalismo mo-
derno también ha comprendido a las diversas definiciones de formas de gobierno 
y de estado. Este fenómeno (el constitucionalismo), con un poco más de 200 años 
de existencia, se ha convertido en un objeto de estudio de tal complejidad que 
en la historiografía jurídica se ha generado una disciplina per se: la historia de 
las constituciones. En este ámbito destacan los nombres de Maurizio Fioravanti, 
Gustavo Zagrebelsky y Bartolomé Clavero. Las características de la nueva discipli-
na consisten en no limitarse a una mera descripción de los textos constitucionales 
(o peor aún, en recopilarlos lisa y llanamente), más bien, las miras deben enfo-
carse en un quehacer crítico. Por consiguiente, se coincide con la historia del 
pensamiento jurídico, pero también con la semiótica jurídica y con la epistemo-
logía garantista. Desde luego, el iushistoriador debe conservar su sano distancia-
miento con el objeto cognoscible y, por ende, debe practicar una visión objetiva, 
la propia que posee la sana temporalidad ante una materia de estudio contingen-
te en el tiempo y el espacio. Esto último es complejo, toda vez que el constitucio-
nalismo no es un fenómeno inmune al influjo ideológico, político, económico e 
incluso filosófico. En efecto, nada tan próximo a lo denunciado por el alemán 
LaSalle, ni qué decir de la pureza tan anhelada por el austriaco Kelsen. Las cons-
tituciones, al ser producto de la dialéctica política, no quedan como leyes acéticas 
y carentes de matices doctrinales. No obstante, la última característica de la his-
toriografía constitucional permite el análisis institucional, de tal suerte que ya si-
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tuado el contexto de las ideas y las circunstancias, se puedan comprender las 
facultades y competencias de los diversos órganos resultado de las decisiones 
fundamentales del poder respectivo. Esto último nutre al derecho constitucional 
comparado, pues la asimilación de una figura jurídica es más eficaz si se rastrea 
su génesis, así como las razones de su eficacia —o de su fracaso. En este amplio 
panorama se sitúa el libro Constitucionalismo en la historia, del experimentado 
historiador Miguel Artola (1923). La muy amplia obra del donostiarra ha profun-
dizado en el liberalismo español, lo cual se ha reflejado en una impresionante 
cultura en torno a las primeras constituciones modernas, y como éstas implicaban 
una expresión de las ideas revolucionarias del siglo XVIII occidental, tanto en 
América como en Europa. En virtud de ello, Constitucionalismo en la historia es 
un trabajo sorprendente para el jurista, y a la vez, muy sugerente para el historia-
dor general, toda vez que trata a lo jurídico con un gran respeto científico. 

II. El contrato social escrito 

Miguel Artola parte de la premisa de que la constitución moderna es la versión 
escrita el contrato social pensado por Locke o Rousseau. Desde tal perspectiva, el 
autor sostiene que con el surgimiento de tales documentos se generó una nueva 
forma de gobernar, así como de defender los derechos de los gobernados. Esto 
último es el componente crucial del nuevo fenómeno. Sin embargo, no basta con 
la garantía de las libertades individuales: “La participación de los ciudadanos 
es la gran novedad política del constitucionalismo contemporáneo”.1 Esto en virtud 
de que “de una u otra forma, la Constitución plantea una propuesta legitimadora 
destinada a ganar la opinión de los ciudadanos para un determinado sistema 
político. La soberanía nacional y la división de poderes requieren la identificación 
de los sujetos de los poderes y contribuyen a la legitimación del sistema”.2 De ahí 
que el constitucionalismo sea un fenómeno dinámico, es decir, plenamente políti-
co. De entrada, conviene que la constitución sea el producto de una asamblea 
constituyente y que, a su vez, el pueblo decida su aplicación a través de del refe-
réndum ciudadano, o bien del voto de las legislaturas locales en caso de mediar 
un pacto federal (el autor de la obra en comento maneja un aparato casuístico 
muy importante). En esto radica la gran diferencia con la forma de gobernar en el 
Antiguo Régimen, en el que el gobernante imponía la ley, y en el mejor de los 
casos, limitaba su poder mediante pactos, cartas o actos voluntarios. Para Artola, 
desde que fue promulgada la Constitución de New Jersey en 1776, muchos prin-
cipios de legalidad y seguridad jurídicas fueron plasmados con un carácter de 
generalidad. En eso radica la trascendencia histórica de las constituciones moder-

1 Miguel Artola, Constitucionalismo en la historia, Madrid, Crítica, 2005, p. 9. 
2 Idem. 
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nas, en la seguridad jurídica ganada por el principio de legalidad. Empero, la obra 
en comento no se ciñe al aspecto comentado. Ése es el punto de partida. El autor 
desarrolla, a lo largo del texto, los elementos activos de una constitución moderna, 
los cuales, además de la legitimidad, son la soberanía y la división de poderes, la 
participación y representación y la responsabilidad de las autoridades. 

III. Historia y aprendizaje 

Decía Luis Sánchez Agesta que el derecho constitucional comparado dejaba de 
ser sólo método, para tornarse en un medio de información de analogías y varie-
dades de las formas de organización política y la defensa de los derechos.3 Lo 
mismo puede afirmarse de la historia constitucional. El estudio de constituciones, 
aun de las pertenecientes al primigenio derecho moderno, permite gozar de una 
posición de aprendizaje de formas de organización políticas, así como de la im-
plementación de procedimientos y órganos destinados a la protección de los 
derechos individuales y sociales. No es ya una historia para la mera erudición de 
fechas y sucesos, como tampoco lo es de meros textos. La historia constitucional 
permite la determinación de analogías reales —como decía Sánchez Agesta— de 
las constituciones. Es una historia abierta, sin embargo, especializada para los 
juristas y politólogos. De la asimilación de las aportaciones de cada texto depen-
derá una mejora en el proceso de diseño e ingeniería constitucionales. La obra 
de Artola es una pieza muy importante en el todo del saber constitucional. 

Rigoberto Gerardo ORTIZ TREVIÑO 
Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH 

3 Luis Sánchez Agesta, Curso de derecho constitucional comparado, Madrid, Univer-
sidad Complutense de Madrid, Facultad de Derecho, Sección de Publicaciones, 1988, p. 
22. 
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David RECONDO, La política del gatopardo. 
Multicuturalismo y democracia en Oaxaca, 
México, CIESAS / CEMCA, 2007, 485 pp. 

Este libro tiene como propósito central el análisis de la génesis y los efectos 
políticos que las reforma en materia de usos y costumbres electorales en el 
estado de Oaxaca en los años 1995 y 1997 han tenido para el estado de 

Oaxaca, de manera particular, y para una perspectiva nacional desde una visión 
más amplia. 

La publicación se enmarca en ese largo debate que se dio a partir del recla-
mo del EZLN para otorgar autonomía a los pueblos indios de México después de 
su alzamiento de 1994. Para la postura favorable al reconocimiento de la auto-
nomía y los usos y costumbres indígenas no puede más que favorecer la expansión 
de una democracia comunitaria a la que se considera superior a la que se da a 
través de la competencia de partidos. Para sus detractores, por el contrario, el 
reconocimiento de la autonomía y los usos y costumbres corre el riesgo de con-
ducir a una mayor segregación de los pueblos indios, institucionalizar la discrimi-
nación, incrementar la violencia y el conflicto étnicos. 

El interés de un estudio de esta naturaleza deriva del reconocimiento de dos 
puntos de partida. Por una parte, se trató de una reforma única en muchos sen-
tidos, pero representativa de una serie de políticas de reconocimiento que se han 
ensayado en América Latina, que tiene una aplicación concreta y que no se ha 
reducido a una simple retórica y por ello puede permitir medir sus límites y con-
tradicciones. Y, en segundo lugar, una reforma como la emprendida en Oaxaca 
permite ir más allá del tema de los derechos de las minorías o de los pueblos 
autóctonos u originarios, y posibilita remitirnos a las transformaciones del sistema 
político mexicano en su conjunto y del tema de la democracia. 

El libro se integra de ocho capítulos organizados en dos grandes apartados, 
su introducción, conclusiones y un epílogo que llega a los dramáticos aconteci-
mientos de 2006 en Oaxaca. El periodo estudiado abarca 1995 a 2006, aunque 
para cimentar su argumentación el autor tiene que repasar parte de la historia del 
siglo XX oaxaqueño. 
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La primera parte: la crisis de la comunidad revolucionaria institucional, que va 
del capítulo 1 a 4, analiza las condiciones locales y de coyuntura nacional que 
llevaron a la reforma electoral que reconoció y normó el sistema electoral de usos 
y costumbres en 412 (luego 418) municipios oaxaqueños en 1998. 

En los capítulos de este apartado el autor analiza cómo fue que se cons-
truyó un pacto clientelar entre el partido hegemónico que surgió de la revolución 
mexicana y las comunidades indígenas. Esto permitió que el partido en el poder 
tuviera el respaldo político de los pueblos indios a cambio de respetarles sus 
procedimientos tradicionales para la elección de sus autoridades locales, así 
como la reproducción de formas regionales y locales de intermediación políti-
ca a través del sistemas de cacicazgo que apuntalaban el orden regional y 
nacional, pero que al mismo tiempo reproducían formas de autonomía política 
de las comunidades. Este pacto empezaría a entrar en crisis en los años seten-
tas, cuando surge en las comunidades indígenas una elite indígena escolariza-
da y bicultural que cuestiona la dominación caciquil y el orden nacional popu-
lista. 

Enseguida, el autor analiza cómo el cuestionamiento del sistema de domina-
ción que el PRI y el gobierno impusieron durante décadas se expresa en un pro-
greso constante de la oposición en el plano municipal a partir de los años ochen-
tas, principalmente en ciudades pequeñas y medias. Las fracturas al interior del 
PRI y la aparición de organizaciones independientes irán poco a poco generando 
conflictos más constantes en las elecciones municipales de los años ochentas y 
noventas y el fortalecimiento de la oposición. 

Esta situación local y el peligro de contagio que representaba la rebelión 
zapatista llevarían a la decisión del gobierno de Oaxaca a legalizar el sistema de 
elecciones municipales por usos y costumbres en 1995, que data de varios siglos 
de existencia, y luego a prohibir la filiación partidista de los ayuntamientos inte-
grados por este procedimiento, dos años más tarde. 

Sin embargo, a diferencia de otros trabajos que establecen una explicación 
instrumental, manipuladora y maniquea de la reforma, o sólo con objeto de pro-
ducir legitimidad o estabilidad, el libro de Recondo viene a darnos una luz más 
diáfana para entender el proceso vivido en Oaxaca en esos años. 

Como otros trabajos escritos sobre el tema oaxaqueño, La política del gato-
pardo. Multicuturalismo y democracia en Oaxaca tiene acceso a la mayor parte 
de los trabajos ya escritos en la materia. Pero a diferencia de otros estudios re-
cientes, el que reseñamos destaca sobre todo porque fue realizado durante diver-
sas etapas de trabajo de campo y de recopilación de datos hemerográficos, en-
trevistas a actores políticos, intelectuales, dirigentes, etcétera, y durante el periodo 
en que dichas reformas se implementaron, lo que le da mayores ventajas. Final-
mente, aunque adolece del sentido de que las fuentes entrevistadas tienden a 
remarcar en su papel en el proceso narrado, y por eso da a veces demasiada 
importancia al papel de asesores del gobierno en la implementación de la refor-
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ma, el libro nos da una explicación más equilibrada del objeto estudiado por la 
variedad de fuentes y la predominancia de las de tipo primario. 

El autor escogió un tema relevante de estudio en el contexto de la medianía 
de los años noventas y estuvo en el momento preciso en que los acontecimientos 
ocurrían y tuvo el tiempo para regresar de nuevo. Esto afinó sin duda alguna su 
visión. 

En diciembre de 1995 la ciudad de Oaxaca era presa de movilizaciones de 
autoridades electas y movilizaciones populares de municipios de usos y costumbres, 
que por primera vez tenían que acudir al IFE o al Congreso para resolver sus in-
quietudes sobre la autoridad reconocida en uno y otro lado y quienes apoyaban 
la reforma debatían con diputados del mismo partido que susurraban en contra 
de la decisión del gobernador de echarla a andar. 

Ahí ya se expresaba uno de los obstáculos que han seguido siendo punto de 
conflicto en la actualidad: la existencia del colegio electoral en el Congreso local, 
como última instancia de determinación de los resultados electorales. 

Varias de las movilizaciones de esos días resultaban cuando el IEE, con ma-
yores equilibrios políticos, daba un fallo con relación a disputas relacionadas con 
estos municipios, y en el Congreso el PRI y los demás partidos buscaban meter 
mano a ese resultado, negociándolo con otros conflictos de municipios electos 
por el sistema de partidos. 

A pesar de ello, las reformas de 1995 y 1997 redujeron las situaciones de 
violencia que se vivían cada tres años en la entidad, expresadas en tomas de pa-
lacios municipales, incendios, balaceras y pérdidas de vida. El sistema de usos y 
costumbres permitía márgenes de mayor gobernabilidad en el estado, al permitir 
que fueran los propios actores locales, aunque con difíciles negociaciones, quie-
nes resolvieran y negociaran sus disputas, sin tanta interferencia externa. 

Creo que uno de los logros del libro, que además está muy bien escrito y 
ordenado, es que hace afirmaciones que compartimos, como las siguientes: 

Una reforma institucional no provoca necesariamente los resultados que se 
esperan de ella en materia de legitimidad o gobernabilidad. Además, su imple-
mentación provoca tensiones adicionales en el sistema de mecanismos tradicio-
nales de control y mediación política. 

El reconocimiento del sistema electoral de usos y costumbres resulta entonces 
no de una decisión perversa del gobierno del estado regional, avalado por el 
gobierno federal, para seguir reproduciendo su dominación autoritaria en Oaxa-
ca. Por el contrario, es resultado de la convergencia de intenciones y estrategias 
contradictorias de diversos actores del ámbito gubernamental, el de los partidos, 
el de las organización es independientes, el de la iglesia, el del movimiento indí-
gena, etcétera. 

Así, la fotografía tiene más matices. Si bien por parte de quien dirige el poder 
político estatal es una estrategia de legitimación para frenar el avance de la opo-
sición y evitar el contagio chiapaneco, tal estrategia pudo haber sido mejor una 



234 

  

 

           

            

Derechos Humanos México 

de endurecimiento del poder público. Es decir, el poder político en Oaxaca optó 
entre una estrategia centralizada de endurecimiento del régimen y una de debate 
y negociación con los actores y organizaciones sociales, y se quedó con esta úl-
tima. 

Pero como bien dice nuestro autor, la reforma no sólo fue producto de la 
acción de un gobierno priísta por reproducir su dominación política en la región. 
Los partidos de oposición, la iglesia y las autoridades municipales se movilizaron 
buscando cada uno orientar en su provecho el cambio político. De esa manera, 
la aplicación de la nueva legislación electoral en Oaxaca, a más de una década 
de su implementación, permite considerar que oscila por una lado entre la posi-
bilidad de garantizar la reproducción del status quo de dominación tradicional, 
la descomposición del sistema regional de dominación impuesto después de la 
revolución y la aparición de un nuevo orden político cuyas principales aristas to-
davía no están definidas, pero que sin duda alguna apuntan a la recomposición 
interna del poder en las comunidades y de las relaciones de éstas con el sistema 
de dominación regional. 

En el caso de Oaxaca, el reconocimiento del sistema de usos y costumbres, 
aunque en una primera instancia redujo los niveles de violencia política en los 
procesos de designación de autoridades locales, recompone el campo del con-
flicto (aunque con menos violencia), por varias circunstancias, como la descen-
tralización de mayores recursos a los municipios, la aparición de las mujeres, los 
avecindados, los migrantes, las agencias municipales y los profesantes de otras 
religiones distintas a las católicas, en el escenario electoral. Todo ello provoca 
casuísticamente la redefinición de las reglas específicas en un grupo de municipios 
de usos y costumbres. 

Luego entonces, se puede decir que el proceso de reconocimiento del sistema 
electoral de usos y costumbres en Oaxaca resultó de la confluencia histórica de 
una serie de intereses antagónicos. Los diversos actores de la política regional se 
la jugaron y se la siguen jugando con la política de los usos y costumbres: 

Las organizaciones indígenas quieren consolidar las autonomías locales y li-
berarlas de toda forma de control corporativista. 

Los partidos de oposición creen poder cortar el cordón umbilical de las co-
munidades con el Estado. 

Las autoridades municipales y las facciones de las elites locales según su 
posición compiten para imponer una interpretación de la costumbre que sirva a 
sus propios intereses. 

Agregaría, al gobierno del estado regional, que busca también su legitimidad 
y la gobernabilidad de la región haciendo su propia interpretación del sistema de 
usos y costumbres y su funcionamiento. 

De esa manera una de las conclusiones del libro es que el reconocimiento de 
los usos y costumbres en la elección de ayuntamientos provocó una descomposi-
ción del régimen que genera un proceso de cambio político incierto y ambivalente. 
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Agregaría que hasta el momento, porque estas políticas de reforma habrá que 
medirlas más exactamente en un plazo más mediano. 

En autor sustenta sus hipótesis en un muy logrado enfoque comparativo de 
varios de los procesos electorales de usos y costumbres en seis municipios oaxa-
queños: Santiago Ixtlayutla y San Agustín Chayuco, en la Costa; Santa María 
Tahuiltoltepec y San Pedro y San Pablo Ayutla, en la zona mixe, y Santiago Mazat-
lán y San Sebastián Tutla, en los valles. 

Mediante su estudio encuentra que en un número significativo pero minorita-
rio de municipios, antiguos o nuevos líderes utilizan la costumbre legalizada para 
asentar su autoridad y excluir a sus oponentes. A veces la defensa de la costumbre 
oculta alianzas entre estas fuerzas locales y el PRI, que parece haber ganado 
temporalmente su apuesta inicial. 

Pero en otras partes los conflictos locales reflejan una recomposición de las 
relaciones de fuerza y la producción negociada de un nuevo orden político. Apun-
tan hacia una comunidad más abierta, menos jerarquizada, más acorde a las 
nuevas reglas del juego democrático nacional. 

No obstante, en la actual coyuntura oaxaqueña de 2005 a 2006 esta di-
námica de recomposición se topa con la resistencia de un gobierno estatal, que 
al perder las ataduras de la vieja jerarquía profundiza formas de control auto-
ritario. 

Sin embargo, concluye el autor que el reconocimiento del sistema electoral 
de usos y costumbres ha sido un vector indirecto de democratización desde aba-
jo en una sociedad que siempre ha percibido las reformas político-electorales 
como imposiciones. En este caso, todos los actores involucrados establecen, 
agregaría yo, un arco de solidaridades en torno a este sistema. Aunque se dispu-
ta por el procedimiento más apegado a lo que cada actor colectivo considera 
usos y costumbres, en esta nueva arena de conflicto todos apelan al sistema re-
conocido y no buscan cambiar al sistema de partidos. 

Crítica 

Una crítica que no demerita el libro deriva de la extrapolación que hace de la 
experiencia chiapaneca de los nuevos liderazgos comunitarios emergidos de 
maestros rurales que reemplazaron a los viejos intermediarios entre la comunidad 
y el sistema político nacional. Con unos cuántos datos tomados de uno de los 
municipios estudiados, el autor afirma que ése fue también el proceso acontecido 
en la realidad oaxaqueña. 

Pero estas carencias del análisis histórico quedan superadas con la esencia 
del libro: el estudio de casos y el análisis comparativo de lo acontecido en varios 
municipios de usos y costumbres durante casi una década. Esto es lo que permi-
te desplegar el abanico de espacios abiertos que el reconocimiento de los usos y 
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costumbres abrió para la construcción de los actores sociales, sobre todo de los 
emergentes, de posibilidades libertarias, de autonomía y de democratización 
desde abajo. 

Pero mejor sugerimos su lectura. 

Moisés Jaime BAILÓN CORRES 
Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH 
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Esteban KROTZ, La otredad cultural entre utopía 
y ciencia. Un estudio sobre el origen, el desa-
rrollo y la reorientación de la antropología, 
México, UAM / FCE, 2002. 

Las categorías de identidad y alteridad son la base para el estudio de las re-
laciones humanas. Nos conocemos a nosotros mismos a través del recono-
cimiento de las diferencias y semejanzas que existen con los otros, base de la 

tolerancia que se encuentra en el cimiento de los derechos humanos. La antropo-
logía, desde su concepción misma, es la ciencia que estudia al otro; la alteridad 
es su sujeto de estudio esencial. Estudiar la alteridad conduce, o debería condu-
cir en opinión de Esteban Krotz, a un mejor conocimiento de nuestra identidad y, 
a la postre, a cimentar las bases para una adecuada política de respeto y defen-
sa de los derechos humanos. En La otredad cultural entre utopía y ciencia. Un 
estudio sobre el origen, el desarrollo y la reorientación de la antropología se pro-
pone reconstruir el camino recorrido históricamente en esta búsqueda a través de 
rutas paralelas. Comprender la alteridad nos permite conceptualizar al otro y esto, 
a su vez, nos lleva a materializar las relaciones que tenemos con él. Carecer de 
un concepto objetivo, realista y científico de la alteridad significa no comprender 
al otro y perder cualquier asidero válido para establecer relaciones basadas en 
criterios de igualdad, negando de raíz la base de los derechos humanos contem-
poráneos. 

La obra de Krotz, excepcionalmente investigada e informada, presenta dos 
temas que tradicionalmente se consideran alejados entre sí. El primero es el de 
las tradiciones utópicas europeas desde la época medieval hasta el siglo XVII. El 
segundo es el surgimiento, desarrollo y consolidación de las ciencias antropoló-
gicas a partir del siglo XIX. Para enlazar estos divergentes dos ejes de estudio se 
apoya en una vasta gama de fuentes de información, en la que su precisión ana-
lítica nos conduce llevados de la mano a manera de auténtico guía a través de 
un complejo laberinto intelectual. La hipótesis es que ambas tradiciones represen-
tan dos formas occidentales de encarar la pregunta acerca del Otro; la utopía a 
través de la representación idealizada en la cual el Yo aparece como reflejo y la 



238 

  

             

 
            

 

         

 

 
 

Derechos Humanos México 

antropología a través de la construcción científica del sujeto de estudio en la 
narrativa etnográfica. ¿Por qué relacionar el estudio de las utopías con el desa-
rrollo de una ciencia? Krotz postula que ambas son en realidad dos formas dife-
rentes de epistemología o procesos cognoscitivos acerca de la alteridad. Entender 
los encuentros entre Europa y otras culturas pueden reducirse al estudio de las 
diferencias entre ambas formas de entender la alteridad. La utopía es vista como 
una forma temprana de análisis, mediante la cual se reconoce al Otro. Esto se 
debe a que la alteridad significa una diferencia esencial con nosotros mismos, la 
cual debe ser simbolizada y puesta en un contexto específico. El autor nos propo-
ne adentrarnos en ambos al mismo tiempo ya que la antropología significó pri-
mero el abandono y después la negación de esa primera manifestación analítica. 
De esta manera, la alteridad se coloca en el centro y constituye el eje de la dis-
cusión. Utopía y antropología se entrelazan a través de la conceptualización de 
la alteridad; la otredad “refuerza, hace plausible y fertiliza” a todo aquello que 
tenga un carácter utópico. A partir del otro se explica la identidad propia al dar 
cuenta de aquello que se anhela.1 

La utopía es ante todo una forma de conocimiento. Como parte de la tradición 
cultural europea se trata de un fenómeno histórico con coordenadas especiales y 
temporales precisas. La premisa básica de las utopías fue formar parte del entra-
mado social como contrapropuesta al orden existente; no existió nunca fuera de 
un contexto cultural, sino que se construye a partir de éste para proponer una 
alternativa. Ernest Bloch argumentó que la categoría Ideología se contrapone con 
la de Utopía, en tanto que la primera significa la glorificación y legitimación del 
entramado social y la segunda su crítica y anulación mediante la propuesta de 
una opción.2 Entendiendo la tradición utópica en este sentido, se configuró una 
forma de conocimiento basada en que se trataba de una contrapropuesta el orden 
social existente. El desarrollo utópico respondió de esta manera a las nuevas 
identidades encontradas por la exploración a través de concepciones cada vez 
más alejadas de la tradición judeo-cristiana, una “forma específica del análisis 
de los fenómenos sociales”.3 Visto de esta forma es evidente que al ocaso de las 
utopías clásicas correspondió el surgimiento de nuevas disciplinas, emanadas de 
condiciones y concepciones dinámicas. Si una de las vertientes principales de la 
conceptualización utópica fue el conocimiento del otro, entonces la antropología 
sustituyó esta función social a través de varios siglos. Krotz propone una serie de 
características básicas que tienen las utopías como mecanismos sociales que 
utilizan la inconformidad, entendida como el deseo de que deban mejorar las 

1 Esteban Krotz, La otredad cultural entre utopía y ciencia. Un estudio sobre el origen, 
el desarrollo y la reorientación de la antropología, México, UAM / FCE, 2002, pp. 174-
177. 

2 Maurice Bloch, citado por Krotz, op. cit., p. 189. 
3 Ibid., p. 81. 



239 

           

         
           

            
           
            

            

           
              

 

Comentario bibliográfico 

condiciones actuales, como instrumento que produce un conocimiento nuevo. La 
estructura social determina al ser humano en cuanto a que el individuo se subsu-
me en la comunidad y con los límites que la definen. Nuestra realidad social es 
dinámica, por lo que ante el abandono o la salida del modelo utópico original 
se debe regresar a él solamente mediante una transformación completa. El orden 
utópico tiene de esta manera como causa original aquello que llamamos “instin-
to”. El modelo utópico choca siempre con la realidad; se enfatizarán las contra-
dicciones sociales que resultan en una anti-ideología construida a partir de cate-
gorías sociológicas compartidas. Es común que las sociedades utópicas enfrentan 
aún unos cuantos conflictos básicos. La cuestión de la propiedad privada, la ar-
monía cósmica y la convivencia diaria se entrelazan. 

En sus inicios, la antropología retomó la antigua pregunta acerca de la alte-
ridad y la respondió con métodos, teorías y cauces enraizados en sus propias 
circunstancias históricas. Surgió durante una de las épocas más fértiles en la 
producción de utopías sociales europeas y representó el abandono de ciertos 
elementos idealistas a favor de la cientificidad positivista. Krotz resume el proceso 
cuando postula que: 

Primero, se despejó la pregunta antropológica en el seno de la utopía y des-
pués se describió la negación generalizada de esta última por el primer paradig-
ma antropológico en sentido estricto.4 

Desde esta perspectiva, tanto la antropología como los derechos humanos 
se basan en la dualidad Identidad-Alteridad como pilar en el que descansan sus 
respectivos campos de análisis y acción. Para establecer nuestra propia identidad 
es necesario reconocer al Otro, un hito conceptual que en opinión de Krotz sola-
mente se puede registrar en Occidente a partir de la revolución renacentista. Al 
Renacimiento corresponde también el surgimiento de un cristianismo humanista 
que extiende su cobertura y que para algunos investigadores puede ser conside-
rado origen de los derechos humanos, resaltando el valor de este estudio. 

El punto en el cual la búsqueda de explicar la alteridad conjuntó la perspecti-
va utópica con la visión moderna se originó en el Renacimiento. Los descubrimien-
tos e innovaciones geográficas, científicas y filosóficas llevaron al trastrocamiento 
de las concepciones del mundo. La refutación del paradigma bíblico alimentó tres 
grandes utopías que proponían una visión alternativa de la realidad; Moro y la 
construcción del contra-mundo, Campanella y la visión de una Europa sin vicios 
occidentales y Bacon como la primera aplicación de la tecnología para cumplir los 
anhelos de una sociedad feliz. En este punto el descubrimiento de América puede 
ser visto también como el nacimiento de la antropología. En el proceso de etno-
centrismo mutuo los actores de descubrimiento hablaron del otro entre sí mismos, 
jamás como parte de un diálogo con la alteridad. Se eliminó al otro como sujeto 
y se les transformó en objeto, que pudiera tratarse de un obstáculo, de un traba-

4 Ibid., p. 323. 
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jador o de cualquier otra categoría. El indio fue construido como categoría supra 
étnica solamente en referencia a su condición colonial, articulando una ideología 
que separaba a los grupos sociales y que llevó al pensamiento de “los de abajo”. 
La contracorriente más ilustrada, representada por utopistas como Vasco de Qui-
roga, Sahagún o Las Casas, propugnó por una mejor comprensión del indígena y 
su cultura, dando pie a métodos alternativos para lograrlo. 

La idea humanista de comprender al otro para entenderse a sí mismo llevó a 
través de la ilustración y otros procesos culturales al surgimiento durante el siglo 
XIX de la antropología. Dos son las variables principales que incidieron en este 
proceso. La primera fue el contacto europeo con otras realidades sociales y cul-
turales, mientras que la segunda fue la adquisición de un nuevo conocimiento 
científico: la construcción de un nuevo paradigma epistemológico. La antropología 
decimonónica excluyó la validez de las formas alternativas de conocimiento cultu-
ral; identificó una confrontación absoluta entre el hombre y la naturaleza, separó 
tajantemente entre estudiosos y objetos de estudio y sostuvo una bipolaridad cul-
tural que colocó a Occidente en la posición predominante. A fin de cuentas, este 
modelo antropológico sirvió como justificación de la dicotomía nosotros-ellos. 

Rechazando decididamente estas formas de racismo intelectual, Krotz propo-
ne fortalecer el análisis de la alteridad como eje de la investigación antropológi-
ca. La perspectiva debe tener un principio humanista para tener una amplia 
perspectiva de la alteridad y otras culturas, por encima de la especialización 
analítica técnica o temática ya que las culturas deben ser aprehendidas en su 
totalidad. Es necesario “vincular la alteridad como categoría central de la convi-
vencia humana con su calidad de proceso dirigido” a través de la investigación 
de campo y la comparación entre culturas como instrumento básico del antropo-
logía.5 Nos procure un nuevo enfoque disciplinario basado en transformar pau-
latinamente la pregunta antropológica y aprovechando la herencia derivada de 
la utopía y otras formas de conocimiento humanista. De esta manera, Krotz pro-
pone revivir el interés antropológico por el otro para construir un mejor modelo 
social a través del mutuo entendimiento. La “comprensión mutua” de la que habló 
Habermas se constituye en un recorrido paralelo para la construcción de la com-
prensión, la democracia y, evidentemente, el fortalecimiento de la cultura y la 
protección de los derechos humanos. 

Carlos BROKMANN HARO 
Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH 

5 Ibid., p. 262. 
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